Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión vespertina del día de hoy. 
(Es la hora 15 y 15 minutos.) 
Continúa la consideración del Presupuesto Quinquenal 2005-2009. 


En la tarde de hoy corresponde recibir, en primer lugar, a los miembros del Tribunal de Cuentas -quienes ya están presentes- y, en 
segundo término, a los representantes de la Corte Electoral. A juzgar por los Incisos y los artículos correspondientes, la labor de 
esta tarde aparentemente será liviana. 


Damos la bienvenida a los Miembros del Tribunal de Cuentas, doctor Jorge Egozcue, doctor Carlos Guariglia y contador Ariel 
Alvarez, y a los señores asesores. Para comenzar con el tratamiento del Inciso 17, artículo 386, aprobado en la Cámara de 
Representantes, cedemos el uso de la palabra al doctor Guariglia. 


SEÑOR GUARIGLIA.- Gracias, señor Presidente y señores integrantes de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda. 


El Tribunal agradece la invitación que se le ha cursado a fin de que pueda exponer respecto del articulado que presentó con motivo 
del Presupuesto Quinquenal para el presente Ejercicio. 


Vamos a dividir nuestra exposición entre los tres Ministros que hemos asistido. A continuación de mi intervención, hará uso de la 
palabra el señor Ministro Egozcue y luego el señor Ministro Álvarez. En realidad, básicamente, pretendemos hacer un relato 
somero del fundamento de por qué el Tribunal realiza la presentación de estos artículos a consideración del Parlamento. 


En lo que a mí respecta, voy a exponer sobre determinado tipo de competencias que se regulan en los primeros artículos del 
proyecto, y que intentan básicamente constituir la base de actuación del Tribunal, combinando lo que es el control de legalidad que 
realiza tradicionalmente, con el control de eficiencia, que también es un control de legalidad; así lo entiende el Tribunal, de acuerdo 
con la redacción que se le ha conferido a estos artículos. En ese sentido, señor Presidente, hemos optado por hacer definiciones 
como las que se encuentran establecidas en el artículo 32 cuando habla del control de legalidad; el artículo 4” refiere al control 
preventivo, y los artículos 5* y 6%, básicamente, a los controles de intervención preventiva, control de eficacia y control de eficiencia. 


Diría que el espíritu que anima al Tribunal al proponer estos artículos obedece a la idea de responder a lo que se le ha solicitado 
respecto al diseño de su plan estratégico. De acuerdo con éste, los organismos siempre aspiran a una modemización, a la 
capacitación de sus funcionarios y, precisamente, a la eficacia. Nosotros entendíamos que, partiendo de esa postura, éramos 
quienes en primer lugar debíamos dar cumplimiento a estos objetivos. 


A fin de tener una única intervención y a efectos de no interferir con lo que expongan mis compañeros, me interesa decir que todos 
estos artículos a los cuales he hecho referencia están directamente vinculados con otros tres -me refiero a temas de competencia 
del Tribunal de Cuentas- que para nosotros también tienen una enorme importancia. Uno de ellos, señor Presidente, es el artículo 
16 de nuestro proyecto, en el que se establece que todos los organismos estatales, a excepción de aquellos que integren el 
sistema orgánico, Poder Ejecutivo, deberán tener una unidad de auditoría interna que asesorará al más alto nivel jerárquico. 


Este es un tema de enorme importancia y, al igual que en el caso de otros artículos, lamentamos que no hayamos contado con la 
sensibilidad de la Cámara de Representantes. Además, estos artículos no tienen costo y ha sido una prédica constante del Tribunal 
la necesidad de que los organismos cuenten con auditorías internas. 


En ese sentido, en sus diversos dictámenes, el Tribunal ha tenido que insistir, fundamentalmente -no quiero decir que sea el único 
caso; también se da en las empresas públicas- a nivel de los Gobiernos Departamentales. 


El Tribunal cree que la presencia de un auditor interno que dependa directamente del máximo órgano que integra es un elemento 
muy importante, no sólo para el administrador, que de esa forma tiene un control directo ejercido sobre su administración, sino 
también para el Tribunal, que de ese modo puede, de manera coordinada con el auditor interno, planificar sus auditorías y 
seleccionar aquellas áreas de riesgo donde el auditor interno haya hecho algún énfasis. Por eso entendemos que es una medida 
de buena administración que los organismos cuenten con una auditoría interna. 


Por supuesto que el sistema orgánico del Poder Ejecutivo está excluido porque actúa la Auditoría Interna de la Nación, pero en el 
resto de la Administración descentralizada y de la descentralizada territorialmente, creemos que es un instrumento de mucha 
importancia. 


Otro artículo que para nosotros tiene una importancia muy especial es el relacionado con la transformación que se realiza de lo que 
hoy se denomina Escuela de Auditoría Gubernamental del Tribunal de Cuentas. Como los señores Senadores saben, esta Escuela 
de Auditoría fue creada por ley e inicialmente se le daba una determinada estructura, con una integración en la que estaban 
representadas distintas instituciones, como por ejemplo la Universidad de la República, universidades privadas, la Auditoría Interna 
de la Nación, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, etcétera. 


Lamentablemente, cuando esta Auditoría Gubernamental se creó -con un espíritu muy loable que el Tribunal acompañó- no se 
establecieron recursos para financiarla y posibilitar su funcionamiento. A raíz de ello es que hoy nosotros estamos planteando la 
necesidad de cambiar la estructura de esa Escuela de Auditoría Gubernamental, de manera que sea dependiente del Tribunal de 
Cuentas. Hoy el Tribunal de Cuentas dispone de una unidad de capacitación que está realizando una tarea muy importante a nivel 
interno, pero también externo. Se han dado y se siguen realizando cursos sobre contratación administrativa, por ejemplo, en los 
Entes Autónomos, pero además, dentro de lo que ha sido el proyecto, en la Cámara de Diputados se ha recogido la iniciativa del 
Tribunal en el sentido de disponer de una partida para poder contratar contadores delegados que actúen en los Gobiernos 
Departamentales, a la inversa de lo que ocurre hoy, cuando el contador del respectivo Gobierno Departamental es el contador 


central. El Tribunal quiere tener contadores delegados que estén directamente vinculados a él. Según me acota el Ministro Álvarez, 
la denominación es Contadores Auditores. 


En ese sentido, señor Presidente, queremos señalar que al haber sido aprobado ese artículo, la capacitación es fundamental a los 
efectos de proceder a la contratación. Nosotros tenemos que capacitar a todos esos contadores para que cuando pasen a cumplir 
sus funciones, dispongan de la debida idoneidad, independientemente de la experiencia profesional. 


Como todos sabemos, una cosa es la experiencia profesional y otra muy diferente la que tiene lugar cuando se ingresa al ámbito de 
la Administración y se tiene que especializar en lo que es la Auditoría Gubernamental. Es un tema complejo y difícil, en el que 
muchas veces la experiencia y la teoría deben ser combinadas, aunque ello tampoco alcanza, porque la casuística que nos ofrece 
la realidad supera en varias oportunidades las actuaciones que puedan surgir de esa combinación. 


Básicamente, a esto me quería referir en mi intervención. Insisto en que todos estos artículos a los que he hecho mención no tienen 
costo, por lo que no significan carga alguna para Rentas Generales. 


En el caso de la Escuela de Auditoría Gubernamental, los docentes con los cuales se piensa contar no serán sólo del Tribunal, sino 
también de otros ámbitos y del exterior, de manera que quienes concurran a ella tendrán una formación al más alto nivel. Aclaro 
que esta Escuela será financiada con recursos propios del Tribunal de Cuentas, lo que quiere decir que tampoco en este caso 
existe ningún tipo de elemento que implique incremento del costo. 


Insisto en que todos estos artículos están orientados, fundamentalmente, a mejorar la actuación del Tribunal de Cuentas y no 
tienen costo, es decir, no representan ningún tipo de carga para el Tesoro Nacional. 


En virtud de que estos artículos no fueron aprobados en la oportunidad en que se consideraron en la Cámara de Representantes, 
específicamente, esperamos contar con la sensibilidad de los señores Senadores en la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda. Esta sensibilidad ha sido tradicional en el Parlamento porque, en general, cuando presentamos determinados artículos 
en los distintos Presupuestos, contamos con la muy buena disposición de los señores Senadores, quienes realmente 
comprendieron las inquietudes del Tribunal de Cuentas. 


Por lo tanto, si me lo permiten, dejaría en uso de la palabra al señor Ministro Egozcue, a efectos de que se refiera al articulado que 
a él le corresponde. 


SEÑOR EGOZCUE.- Voy a hablar de los artículos 8, 9 y 10, que tampoco tienen costo y que tratan de un tema de gran 
trascendencia que ha dado motivo, incluso, a la presentación de un proyecto de ley. Esta iniciativa hace referencia a los efectos que 
producen las observaciones que realiza el Tribunal por razones de legalidad, tanto en lo que tiene que ver con los gastos y con los 
pagos, así como con los informes y los dictámenes que formula en materia de Rendiciones de Cuentas y gestión financiera de los 
órganos del Estado en general. Las Rendiciones de Cuentas y el examen de la gestión financiera pueden poner de manifiesto 
apartamientos o transgresiones por parte de la Administración, que determinen una responsabilidad del ordenador en cuanto al 
manejo de los fondos públicos a su cargo. 


Como los señores Senadores saben, el literal B) del artículo 211 de la Constitución de la República establece un mecanismo de una 
gran rigidez en lo que respecta a las observaciones que formula el Tribunal. Como consecuencia de ese mecanismo constitucional, 
si el ordenador no acepta la observación del Tribunal e insiste en el gasto o en el pago, lo comunicará al Tribunal sin perjuicio de 
dar cumplimiento a lo dispuesto. Es decir que lo comunica y está en condiciones -si así lo decide- de ejecutar el gasto. En definitiva, 
la observación del Tribunal no suspende ni detiene el gasto, en cuyo caso el administrador lo ejecuta bajo su responsabilidad. La 
Constitución prevé que en esas hipótesis de insistencia en el gasto o en el pago, si el Tribunal mantiene la observación original, 
dará noticia circunstanciada a la Asamblea General o a quien haga sus veces, a sus efectos. Eso es lo que establece el texto 
constitucional. 


Los señores Senadores saben perfectamente bien que las observaciones que se remiten a la Asamblea General, por infinidad de 
circunstancias, no son consideradas. Como expresé, se han presentado distintos proyectos intentando encontrar alguna solución a 
este tema; pero la gran valla para que pueda encontrarse una solución ideal radica en el texto del artículo 211 en cuestión, que en 
forma muy radical establece que, en caso de insistencia, el ordenador, si así lo decide, puede ejecutar -o sea, gastar- pese a la 
observación. 


El Tribunal considera que, como una posible búsqueda de solución a este tema, puede establecerse un mecanismo. No se ha 
logrado con una ley vigente por la que se caratulan como de urgente consideración determinados tipos de observaciones, y 
además tampoco ha tenido resultados en cuanto a que no son consideradas esas observaciones de urgente consideración. Dicho 
mecanismo está previsto en los artículos 8%, 9 y 10% del proyecto, en virtud del cual el pronunciamiento que pueda formular la 
Asamblea General, la Comisión Permanente o las Juntas Departamentales -cuando le son remitidos determinado tipo de 
observaciones por el Tribunal- implique un examen en cuanto a la responsabilidad del ordenador en lo que tiene que ver con la 
administración de los fondos públicos a su cargo, examen que lo deberá realizar en determinados casos en que el Tribunal 
conceptúe que son de especial gravedad o importancia. Esos casos reproducen las situaciones que hoy por hoy se encuentran ... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Permítame, doctor Egozcue, la interrupción, pero el barullo que hay en Sala no está acorde ni con la 
cantidad de Senadores presentes, ni con la importancia de la intervención que está realizando el señor Ministro, por lo tanto, les 
ruego hacer silencio. 


SEÑOR EGOZCUE.- Estos casos que son considerados de importancia o gravedad, reproducen situaciones que ya están previstas 
en la ley de urgente consideración, con los efectos que luego voy a exponer. Esas situaciones son: gastos sin disponibilidad, o sea, 
de exceso en el rubro cuando sea notorio o importante; una conducta reiterada del ordenador que reproduce anteriores 
observaciones, es decir que no ha dado cumplimiento; cuando se insiste en el gasto o en el pago y no se fundamenta debidamente 
-Ccosa que es muy frecuente por parte de muchas administraciones-; y el último caso que se está incorporando en el proyecto se 
refiere a aquellas transgresiones a las normas que establecen responsabilidades en materia financiero-contable, debido a un uso 
incorrecto de fondos públicos con apartamiento de las normas aplicables, objetivos y metas previstos. 


En el proyecto se establece un plazo, de 60 días corridos, dentro del cual la Asamblea General, si lo estima conveniente, puede 
emitir un pronunciamiento. Vencido el plazo y si no media ningún pronunciamiento por parte de la Asamblea, el Tribunal tiene la 
obligación de publicar en un medio de comunicación escrito de circulación nacional, las observaciones realizadas, debiendo 
identificar al organismo y los motivos de tales observaciones. 


Entendemos que esto es un avance con respecto a lo que hoy por hoy está regulado legalmente. Creemos que la difusión pública 
de las observaciones permite un conocimiento directo por parte de la sociedad, de aquellos administradores que no dan un 
cumplimiento correcto a sus cometidos como gestores del patrimonio estatal. Pensamos que es una forma de ejercer el control 
ciudadano y de darle transparencia pública al actuar de la Administración. 


Esta difusión pública no constituye ninguna innovación pues ya está consagrada en la Ley N* 17.060 sobre uso indebido del poder 
público. También en el proyecto de Presupuesto a consideración de los señores Senadores existe una norma que faculta a la 
Dirección General Impositiva a dar a publicidad, mediante resolución fundada, de determinados casos de defraudación tributaria de 
montos elevados o cuando afectan la seguridad ciudadana. 


Si nos remontamos en el tiempo, ya en el año 1964 se preveía por ley la posibilidad de publicar sentencias judiciales en 
determinados casos, como los de infracciones aduaneras. 


Como complemento de esta nueva mecánica, se establece en el artículo 12 del proyecto lo establecido en las disposiciones 
anteriores en el caso de que los administradores sean Entes Autónomos que integren el dominio industrial y comercial del Estado. 
En este caso, se debe dar cuenta, además de a la Asamblea General, de las observaciones que el Tribunal le formule al Poder 
Ejecutivo, a los efectos previstos en los artículos 197 y 198 de la Constitución, o sea para que el Poder Ejecutivo en ejercicio de sus 
poderes de control, si considera inconveniente o ilegal la gestión o los actos de los Directorios de esos Entes, pueda hacerle 
observaciones e, incluso, disponer la suspensión de los actos observados. Además, en casos de ineptitud, omisión o delito, en 
ejercicio del cargo, el Poder Ejecutivo puede también promover la destitución de los miembros de esos Entes. 


Entendemos que esta no es una solución perfecta, pero constituye un avance o, al menos, un aporte importante a una 
preocupación que es de todos en cuanto a los efectos que producen las observaciones desatendidas. 


SEÑOR ALVAREZ.- Voy a referirme a la parte que más duele, que son los números, y voy a demostrar que, prácticamente, en este 
proyecto que estamos enviando, los artículos que se propone modificar no tienen una incidencia muy importante dentro del 
Presupuesto general del Estado. 


Quisiera hacer un planteamiento que debe quedar bien marcado, y es que si no se aprueban algunos de los artículos que se 
proponen, de acuerdo a cómo está estructurado el Presupuesto, el personal del Tribunal de Cuentas no tendrá ningún aumento 
efectivo en los cinco años. Por tanto, haré referencia a algunas de tales disposiciones y a las transformaciones que nos 
proponemos. 


Hoy, lamentablemente -esta es una opinión personal- se está extendiendo cada vez más el pago con "luncheon ticket", que no 
configura ninguna remuneración que se agregue al sueldo o que posteriormente signifique un porcentaje de la futura jubilación del 
funcionario. Actualmente se paga un porcentaje con recursos propios de "luncheon ticket" y lo que nosotros proponemos es que se 
incorpore a los sueldos, poniéndolo con cargo a Rentas Generales. Desde el punto de vista individual, no significa ningún 
incremento efectivo para ningún funcionario. 


Proponemos, sí, un aumento, con recursos propios, que es el pago de la cuota mutual. Consideramos necesario que todos los 
funcionarios públicos tengan este beneficio, sean de Entes Autónomos -que ya lo tienen en su inmensa mayoría- de la 
Administración Central, etcétera. Entendemos que esta es, desde el punto de vista social, una necesidad impostergable. 


Otro aspecto -el único que fue tomado, como dijo el señor Ministro Guariglia- refiere a la incorporación de los 19 profesionales que 
actuarán recibiendo órdenes directas para el control de todos los Gobiernos Departamentales. 


Considero, desde el punto de vista técnico -y quizás por deformación profesional- que la auditoría de gestión -que además se 
menciona en un artículo de la Constitución y en el TOCAF, pero no se practica- es fundamental. En concreto, se trata de saber 
exactamente y poder dar una visión pública de cómo se manejan los costos y de la eficacia del organismo que estamos auditando. 
Esto se establece en un articulado que no tiene ningún costo extraordinario y que permitirá que el Tribunal de Cuentas pueda 
revisar estos aspectos que me parecen esenciales para la cristalinidad de la gestión gubernamental. Con este fin se destina una 
partida anual de $ 2:285.000 para la contratación de siete técnicos en auditoría de sistemas, que es fundamental a efectos de 
poder realizar lo que acabo de mencionar. 


Otro de los artículos, que no fue considerado para nada, refiere al tema de las pasantías. Hoy existe una enorme carencia de 
personal y un gran número de vacantes que no podemos llenar. Queremos cubrirlas, entonces, con aquellos funcionarios que hoy 
están trabajando y la incorporación de otros técnicos que necesitamos. Para ello establecemos una partida en el artículo 28. 


Vamos a pasar ahora al punto en donde quizás se produzca una diferencia mayor entre lo que plantean el Poder Ejecutivo y el 
Tribunal de Cuentas. Esto fue autorizado oportunamente pero nunca se realizó; incluso se permitió al Tribunal recurrir a préstamos 
bancarios. Me refiero, concretamente, a la disposición de un edificio sede. 


Si los señores Senadores y los aquí presentes concurren alguna vez al Tribunal de Cuentas, van a comprobar las dificultades que 
existen en esta materia. No se trata de un proyecto de magnificencia, sino de necesidad práctica. Es tan escasa la capacidad del 
edificio que actualmente ocupamos, que tenemos que hacer malabarismos con los horarios: incluso, determinados técnicos nunca 
pueden trabajar en conjunto. Falta capacidad en el edificio para trabajar como corresponde, en un horario normal, todos juntos, 
para asegurar la eficiencia del servicio y de los resultados que se obtengan. Las carencias no refieren sólo a la parte edilicia, sino 
también a elementos tales como computadoras y fotocopiadoras, de los que hoy no disponemos. Por nuestra parte, planeamos 
utilizar fondos que ya tenemos en nuestro poder, porque se han ido guardando de recaudaciones anteriores provenientes de una 
carga que pagan los Entes Autónomos sobre los recursos. 


En líneas generales, para no aburrir a los señores Senadores, diría que de lo que estamos proponiendo como incremento, un 52% 
sería con cargo a Rentas Generales, lo que significaría alrededor de ciento ochenta y cuatro millones en los cinco años, mientras 
que el resto, o sea un 48%, equivalente a ciento setenta millones, serían recursos que ya tiene el Tribunal o que serán recaudados 
en los próximos años. 


Con esto, quiero demostrar que lo que aquí se ha planteado es un proyecto de presupuesto supereconómico o superestructurado, 
en el sentido de que no estamos buscando sueldos magnánimos o principescos para el personal -que no los tiene-y, a su vez, con 
relación a esto, aprovecho la oportunidad para decir que la persona más joven que trabaja en el Tribunal de Cuentas hoy tiene 38 
años. entonces, la renovación ya tiene que empezar a darse, no sólo por la necesidad de más recursos humanos para trabajar, sino 
también por las jubilaciones que se vienen, por decirlo así. 


Por consiguiente, creemos que lo que plantea el Tribunal de Cuentas en este Presupuesto es sumamente sensato y económico. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: creo que estamos enfrentados a una situación peculiar y singular que, probablemente, no 
registre muchos antecedentes en la historia de los Presupuestos Nacionales. Por un lado, vemos que, a juicio del Poder Ejecutivo, 
el Tribunal de Cuentas no merece ninguna consideración en el tratamiento del Presupuesto Nacional, porque el Gobierno no ha 
tenido iniciativa alguna, ni siquiera enmendando la plana del Tribunal en lo que hace a su Presupuesto. Parecería que, si fuera por 
el Poder Ejecutivo, el Inciso Tribunal de Cuentas no figuraría en el Presupuesto Nacional; es claro que figura porque en la Cámara 
de Representantes se introdujo un artículo que contiene lo que todos conocemos y que consta en el repartido de que disponemos. 


El Tribunal de Cuentas es el principal organismo, es independiente, fue creado por la Constitución de la República, se integra con el 
voto de la Asamblea General y tiene la responsabilidad de ejercer las potestades que le adjudica nuestra Constitución. Durante el 
ejercicio de un Gobierno, es el contralor básico y más importante: es el que permite informar permanentemente al Parlamento 
Nacional, acerca del alcance de decisiones de carácter económico financiero que se toman a nivel de los distintos organismos del 
Estado. 


Alguna vez señalamos públicamente -lo hemos hecho en el Senado- que el Gobierno trata de eludir al máximo de sus posibilidades 
todo posible contralor. Si faltaba acaso algún elemento para demostrarlo, aquí está. No hay iniciativa del Poder Ejecutivo, 
desconoce absolutamente al Tribunal de Cuentas, prefiere verlo morir de inanición a tener que, de alguna manera, darle lo que 
necesita para el transcurso de los últimos años. Inevitablemente, salvo que se logre torcer esa voluntad en la Cámara de 
Senadores, tendrá que regirse, en el mejor de los casos, por el Presupuesto anterior y por esta norma que se pudo aprobar en la 
Cámara de Representantes, que le permitirá cumplir sus funciones correctamente en los diecinueve departamentos del país. 


Por otra parte, nos complace enormemente ver que hoy a la Comisión comparecen, no solamente Ministros en representación del 
Tribunal de Cuentas, sino las tres personas que integran la Comisión de Presupuesto. Lo hacen en forma coincidente, reclamando 
un articulado que honra a la institución, porque hace explícitas sus competencias, le da la dimensión correcta y ayuda también a 
tener una valoración efectiva del alcance de esas competencias. Lo hace, además, con representantes de los tres principales 
lemas político partidarios que comparecieron en las últimas elecciones nacionales y los tres son coincidentes en reclamar un 
tratamiento presupuestal con las características que surgen de este repartido que tenemos sobre el proyecto de Presupuesto 
Nacional, Período de Gobierno 2005-2009. 


Desde luego que vamos a acompañar estas normas, pero vamos a tratar de convencer a nuestros compañeros y compañeras del 
Senado sobre lo oportuno y conveniente que sería, para el normal funcionamiento del Tribunal de Cuentas, que esas normas se 
aprueben. Los Ministros aquí presentes, no son responsables de que no se haya renovado la integración del Tribunal de Cuentas. 
Los responsables son, precisamente, los Lemas con representación parlamentaria que tienen que ponerse de acuerdo y alcanzar 
los dos tercios de votos para poder nombrar a quienes, en el momento que corresponda, sustituirán a los que están hoy en el 
ejercicio legítimo, legal y constitucional de sus potestades. 


Desde este Partido queremos señalar que, a nuestro juicio, no hay que devolver ninguna jerarquía al Tribunal de Cuentas, ya que 
se la ha ganado en el transcurso de su existencia y, en particular, a través de los últimos años en función de su trabajo y de sus 
dictámenes, que merecen todo nuestro respeto, en el acierto o en el error, en la coincidencia o en la discrepancia. Esa jerarquía la 
tiene, pero la puede empezar a perder a partir del momento en que sucedan circunstancias como las que estamos discutiendo hoy, 
en el Parlamento Nacional. Entonces, la puede perder si se la desconoce de esa manera, si se hace circular la versión de que esto 
es a propósito a efectos de que muera por inanición, de que no tenga oxígeno ni respaldo. 


Esto no sucederá; confiamos en la responsabilidad de los Ministros y de los funcionarios, porque además los hemos visto actuar 
durante todo este tiempo. Finalmente, confiamos también en que podamos llegar a un entendimiento que permita introducir, si no 
todo, por lo menos buena parte de las normas que desde el Tribunal de Cuentas se consideran pertinentes para regir su 
presupuesto en el transcurso de los próximos años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo al señor Senador Gallinal que le han solicitado interrupciones los señores Senadores Rubio y 
Baráibar. 


SEÑOR GALLINAL.- Lo tengo muy presente y las voy a conceder con mucho gusto, señor Presidente. Permítame terminar de 
redondear la idea porque me parece absolutamente fundamental, ya que quienes van a hacer uso de la palabra representan al 
oficialismo, que dispongan de todos los argumentos, de manera tal que podamos llegar a los ámbitos de negociación y de 
coincidencia que nos permitan que, efectivamente, el Tribunal de Cuentas no pierda la jerarquía que debe tener. Es el número uno 
de los organismos de contralor, es el que todos tenemos el deber y la responsabilidad de custodiar y de privilegiar al momento de 
darle los instrumentos para el normal cumplimiento de sus funciones. Además, el articulado que nos llega a consideración no llega 
por casualidad. Alguien podrá decir que este articulado prácticamente debería formar parte de una suerte de ley orgánica del 
Tribunal de Cuentas. 


También es cierto que desde el 1% de marzo hasta hoy -mejor dicho, con mayor intensidad a partir de julio- se ha dispuesto un 
conjunto de evaluaciones, de auditorías de carácter económico financiero y legal, muchas veces invadiendo competencias del 
Tribunal de Cuentas por otros organismos del Estado que no son precisamente el Tribunal de Cuentas. O sea que no solamente se 
lo ignora sino que también se lo sustituye; se ha encontrado quien cumpla, en nombre del Tribunal de Cuentas, las competencias 


que este tiene que cumplir. Eso tampoco lo podemos permitir porque nos va a todos la vida institucional en ello. Esto hace a la 
separación de Poderes, hace al cumplimiento, en toda su dimensión, de las normas constitucionales y hace a la protección de esas 
instituciones. Muchas veces hemos temido -creo que vamos a seguir temiendo- que en esas auditorías que se han encargado haya 
una finalidad política, motivo por el cual no se sustituye a este Tribunal. 


Ahora, señor Presidente, voy a conceder las interrupciones que me habían solicitado. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero decir que me extraña sobremanera la exposición del señor Senador Gallinal, generalmente bastante 
ponderado, pero creo que en esto prejuzga y habla con ligereza. 


En realidad, cuando llegan Presupuestos al Parlamento y no incorporan, de parte del Poder Ejecutivo, iniciativas sobre Organismos 
del artículo 220 -he visto Presupuestos, por lo menos en las tres últimas oportunidades, donde sucedió esto con varios organismos- 
nunca se me ocurrió pensar que el Gobierno quisiera liquidar a la Corte Electoral, al Tribunal de Cuentas, al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo o a algún otro organismo del artículo 220 cuando no existía iniciativa, y siempre se resolvió en el 
Senado. Se trata de una tradición parlamentaria. No sé por qué circunstancia no hubo iniciativa, pero no es la primera vez que 
sucede con respecto a varios organismos, ni el primer Presupuesto, y está la voluntad política de ver en qué medida se pueden 
incorporar elementos del mensaje del Tribunal de Cuentas. 


Esta es la situación; en cuanto a lo demás, me parece que podemos ir subiendo la temperatura y el talante de las afirmaciones que 
hacemos acá adentro, pero creo que no corresponde, como tampoco corresponde decir que aquí se quiere matar al Tribunal de 
Cuentas. ¿De dónde se saca eso? Si fuera del Presupuesto, tendríamos que presuponer que a todos los organismos sobre los que 
no hubo iniciativa en los últimos tres o cuatro gobiernos se los quiso exterminar. 


Me parece que lo cierto es que todo esto está fuera de proporciones y es un agravio gratuito que se hace, por parte de un 
Legislador de la oposición, a la Bancada de Gobierno y al Poder Ejecutivo. 


Gracias, señor Senador. 


SEÑOR BARAIBAR.- Creo que corresponde dejar una constancia de índole exclusivamente personal a los miembros del Tribunal 
de Cuentas. 


Como pueden apreciar, el material que debemos ir leyendo, a medida que nos van visitando las diferentes delegaciones, es 
abundante. En realidad, estaba confundido puesto que pensé que en el día de hoy concurrirían a esta Comisión los representantes 
del Ministerio de Relaciones Exteriores y que ustedes vendrían el próximo lunes. Tanto es así que cuando en la noche de ayer 
quise corroborar si estaba en lo cierto, como a las 22 horas llamé al señor Presidente, y recién allí pude comprobar que en el día de 
hoy concurría el Tribunal de Cuentas. Además, como el material quedó en el despacho, no tuve oportunidad, en la noche de ayer, 
de darle una lectura rápida y, en la mañana de hoy, recibimos al Ministerio de Salud Pública, Cartera que nos insume mucha 
atención. 


En definitiva, he llegado a esta sesión sin haber efectuado el debido estudio de los antecedentes que nos han remitido. Incluso, 
pienso que esto, en alguna medida nos pudo haber pasado a todos, con lo cual me comprometo -y lo haré colectivamente en el 
seno de nuestra bancada- a estudiar el informe que nos han hecho llegar por escrito para así poder dar una respuesta. 


No obstante, quiero aclarar que en los años que he transitando la vida política, jamás he escuchado que el Tribunal de Cuentas no 
le merezca a nuestra organización política -antes en la oposición y ahora en el Gobierno- toda la consideración e importancia que le 
asigna la Constitución. Es más; consideramos que tiene un papel esencial y todo lo que apunte a perfeccionar sus funciones debe 
ser considerado debidamente y aprobado en los casos en que sea posible. 


Si tuviera que mencionar un argumento -ya no institucional, sino político- me referiría a la presencia de todos los miembros del 
Tribunal de Cuentas, especialmente de un compañero como el contador Ariel Alvarez, con quien tenemos una larga lucha de 
trabajo político que nos compromete. En realidad, nos compromete por todos, pero para que me crean -por si este argumento 
ayuda más- el organismo que el contador Ariel Alvarez integre, nos merece mucho respeto y consideración. Sin duda, por encima 
de estos planteamientos que pueden ser de índole personal, están las consideraciones de carácter institucional que son a las que, 
en definitiva, nos debemos remitir. 


Por ello, rechazo de la manera más categórica que se diga que existe una actitud de nuestra parte que pretende menoscabar la 
importancia del Tribunal de Cuentas. Seguramente -ya sea hoy o en los próximos días- nuestra bancada dará la respuesta que 
corresponda a un trabajo presentado, que es de mucha importancia y que sin duda merece, coincidiendo o discrepando, que le 
demos una respuesta a su altura. 


SEÑOR GALLINAL.- En primer lugar quiero señalar al señor Senador Rubio que no agravio a nadie. Nunca he agraviado a nadie, 
mucho menos políticamente; ni siquiera a quienes me han agraviado. Es más; los trato con el mayor respeto y consideración. 


Como bien ha dicho el señor Senador Rubio, soy ponderado y hoy lo soy mucho más que nunca porque no estoy diciendo todo lo 
que debería sobre la opinión que me merece una actitud de estas características de parte del Poder Ejecutivo. Además, todo esto 
surge de las expresiones del Poder Ejecutivo; no es invento mío ni del Partido Nacional. Este es el tratamiento que se ha decidido 
en función de los antecedentes que todos conocemos. 


En lo personal, no me sentí en la misma situación cuando no se logró un entendimiento para la representación en los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, a pesar de que creo que la oposición necesariamente tiene que estar. Sin embargo, el 
Gobierno decidió recorrer otro camino, evitó por todos los instrumentos que tuvo a su alcance, lograr un entendimiento de esas 
características. Esto forma parte de las reglas de juego y de las diferencias políticas y así seguiremos hasta que llegue una próxima 
instancia electoral. 


Reitero, no vale el mismo razonamiento para la integración del Tribunal de Cuentas y la Corte Electoral. Ahí existe una 
responsabilidad compartida por el Gobierno y los partidos de oposición y es el diálogo de las partes y la buena voluntad la que 
debe y puede llevar a entendimientos. Mientras estos no se concreten, lo primero es respetar a organismos de carácter 


constitucional que tienen una función esencial, sobre todo, cuando el Gobierno tiene mayoría propia, novedad de la última instancia 
electoral. Reitero que tenemos un Gobierno con mayoría propia y el órgano de contralor es el Tribunal de Cuentas. Entonces, a ese 
Tribunal debemos darle la jerarquía que se merece y no este tratamiento que no me parece que los haga sentirse muy bien a 
quienes hoy, legítimamente, tienen la investidura de Ministros y, en consecuencia, la responsabilidad de la conducción del 
organismo. 


Finalmente, quisiera preguntar a los integrantes del Tribunal de Cuentas hasta qué punto tienen valor, se superponen o invaden las 
competencias del Tribunal, estas auditorías que se practican en los distintos órganos del Estado, no por parte del Tribunal, sino por 
la Auditoría Interna de la Nación, y si en forma institucional el Tribunal tiene conocimiento de ellas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se le ha realizado una pregunta a los miembros del Tribunal de Cuentas y más allá de que vale la pena 
escuchar la respuesta, señalo que no tiene que ver con el Presupuesto. De todos modos, los miembros del Tribunal la pueden 
responder. 


SEÑOR GUARIGLIA.- La situación que se ha planteado con las auditorías internas realizadas por la Auditoría Interna de la Nación 
ha sido objeto de un tratamiento especial por parte del Cuerpo que, en oportunidad de considerar las situaciones planteadas, 
resolvió remitir al Poder Ejecutivo, a la Auditoría Interna de la Nación y a los distintos Gobiernos Departamentales, una resolución 
que no es de este año, sino de 1996, en la que en ocasión de crearse por la Ley N* 16.736, con la Auditoría Interna de la Nación se 
planteó lo que podríamos decir este conflicto de competencias. Concretamente, cuando se hace referencia a este conflicto, el 
Tribunal de Cuentas invoca lo que dispone el artículo 47 de la Ley N* 16.736, cuando dice que "El ámbito orgánico de la 
competencia de la Auditoría Interna de la Nación alcanzará a todos los órganos y reparticiones comprendidas dentro de la persona 
pública Estado, así como a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados comprendidos en el artículo 220 de la Constitución 
de la República", y agrega, "sin perjuicio de las autonomías reconocidas constitucionalmente". 


Basándose en la interpretación que en ese momento hizo el Tribunal de Cuentas, también en esa oportunidad remitió al Poder 
Ejecutivo de la época y a la Auditoría Interna de la Nación su concepto y criterio de que las actuaciones que cumple ese organismo 
estaban fuera de lo que era su competencia orgánica. En ese sentido, interpretamos lo que significa la expresión "autonomías 
reconocidas constitucionalmente" referido a lo que comúnmente se conoce como descentralización territorial, que es la que tienen 
los Gobiernos Departamentales. 


Por otro lado, entendimos en esa resolución, que la Auditoría Interna, que constituye un órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo 
a través del Ministerio de Economía y Finanzas, no tenía competencias para auditar Gobiernos Departamentales, porque ello era 
una notoria violación de la Constitución. Así lo hizo saber el Tribunal en aquella época, y frente a las actuaciones que se han 
cumplido en esta oportunidad, lo único que hizo fue reiterar el criterio que había adoptado: hacer conocer al Poder Ejecutivo -como 
también lo hizo en aquel caso- a la Auditoría Interna y a los Gobiernos Departamentales, que dentro de las competencias de la 
Auditoría Interna no estaba la de realizar esas actuaciones de auditoría externa que, a su juicio, son privativas del Tribunal de 
Cuentas. Quiere decir que hay un órgano de auditoría interna y otro de auditoría externa, que es el de máximo rango: el Tribunal de 
Cuentas. 


En base a eso, señor Presidente, en la última Ley de Presupuesto, en la Ley N* 17.296, se estableció la necesidad de que se 
coordinara la planificación de las auditorías, entre la Auditoría Interna y el Tribunal de Cuentas. Quiere decir que hay un 
antecedente que establece una coordinación. Sin embargo, esta supone que cada uno de los órganos respete las competencias del 
otro; es decir, que el Tribunal de Cuentas respete las competencias de la Auditoría Interna y ésta, a su vez, respete las 
competencias constitucionales de que dispone el Tribunal. 


No sé si con esta respuesta estoy dando satisfacción a la interrogante planteada por el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece bien, señor Presidente -y adelanto que quiero hacer una constancia política- que el señor Senador 
Gallinal se preocupe y ponga un grado de cierta alarma en este tema, porque precisamente se da una situación particular para 
nosotros y beneficiosa para el país: que un Partido tenga mayoría parlamentaria; por ese motivo, deberíamos agudizar y tener 
alertas todos los controles. Repito que está bien y para nosotros es mucho mejor; lo decimos con tranquilidad. 


Por lo tanto, no me parece mal, y eso no quiere decir que en este punto específico le pueda asistir la razón de que pueda existir un 
propósito o una voluntad de terminar con el Tribunal. No es lo que queremos; no es lo que está en nuestro ánimo, ni queremos 
terminar con ninguno de los controles. 


Sin embargo, en primer lugar, por un minuto vamos a ponernos -aunque exista la división de Poderes- en la cabeza del Poder 
Ejecutivo. Éste ha dicho: vamos a tratar de hacer un Presupuesto que vaya a lo sustancial y presupuestal primero. Notoriamente, el 
trabajo que hace el Tribunal de Cuentas es muy completo y excede la parte presupuestal, ya que muchas de sus normas van más 
allá de esos aspectos. 


En segundo término, deberíamos observar la fecha del Mensaje, porque esta elaboración del Presupuesto no se hace el 30 de 
agosto para mandar el Mensaje el día 31. Este se va elaborando mucho antes y, con todo respeto a los integrantes del Tribunal, 
más allá de que representan un espectro político, quienes están allí son miembros del Tribunal y no de los partidos políticos. Esto 
significa que no representan a los partidos políticos; no los pueden representar. Por lo tanto, señor Presidente, parece lógico que 
cuando se estaba elaborando el Presupuesto, en marzo, abril o mayo -y notoriamente se estaba conversando sobre determinados 
cambios; hoy mismo existe la esperanza de que se hagan cambios- se conversara con las autoridades; sobre todo -y más allá de 
los diez años que llevan los miembros del Tribunal, de su experiencia y de su jerarquía- tratándose de un proyecto de estos y con 
los recursos que se están pidiendo. Si de aquí a la Rendición de Cuentas no se hacen los acuerdos políticos naturales que pide 
nuestra Constitución y se empieza a ver que estos integrantes del Tribunal van a quedar por un buen tiempo, naturalmente este 
proyecto recobra mucha más vigencia, no sólo en los aspectos presupuestales sino también en los programáticos. Sin embargo, 
creo que no se puede decir que el Poder Ejecutivo pretende hundir al Tribunal cuando, si estas autoridades se están por ir, 
parecería lógico discutir este tema cuando consideremos la Rendición de Cuentas. 


De cualquier manera, señor Presidente, independientemente de que nos parece que lo que aprobó la Cámara de Representantes 
es lo que contará con nuestro apoyo, queremos estudiar este proyecto y en su oportunidad vamos a pedir que se envíe a la 


Comisión respectiva para estudiarlo en profundidad, sin importar quiénes sean las jerarquías del Tribunal. Además, a vuelo de 
pájaro, muchos artículos me parecieron de cajón, y otros no nos son ajenos porque en otras oportunidades las autoridades nos los 
han mencionado. Por lo tanto, a la brevedad deberíamos intentar aprobar una ley vinculada al Tribunal de Cuentas. 


Se me podrá decir que quedan los recursos; que los emolumentos, los aspectos materiales, no irían en este Presupuesto si se 
mantuviera la voluntad de la Cámara de Representantes; pero, señor Presidente, el mundo no se acaba ahora: habrá una 
Rendición de Cuentas. Personalmente, apoyo al Tribunal; quiero que esté fortalecido y que haya controles. Además, las políticas se 
enmarcan habiendo recursos de por medio y, entonces, estudiaríamos estos números en la próxima Rendición de Cuentas, con 
estos jerarcas del Tribunal o con los miembros que el Parlamento en su oportunidad nombre. 


De aquí a la Rendición de Cuentas una y otra vez se nos podrá decir que queremos hundir al Tribunal, señor Presidente, pero yo 
voy a pelear por la libertad del señor Senador Gallinal y de todos los miembros de la oposición. En la Rendición de Cuentas vamos 
a hablar sobre algunos de estos aspectos y aspiro a que, al cambiar los integrantes del Tribunal, algunos queden, y como sé que 
son hinchas de muchos de estos artículos, les digo que van a contar con mi esfuerzo y voluntad para que en los próximos meses 
se aprueben, en una ley separada, los aspectos que no son presupuestales, y en la próxima Rendición de Cuentas, los que sí lo 
son. 


Muchas gracias. 


SEÑOR TAJAM.- Sin duda, señor Presidente, este tema está a estudio, al igual que los demás temas de este Presupuesto; por eso 
desde el inicio hemos dicho que este no es un Presupuesto que se esté aprobando a tapas cerradas. 


Simplemente deseo hacer una intervención para decir que no se pueden hacer ligeramente apreciaciones políticas; si no, 
podríamos decir lo mismo a partir de la propuesta de crédito presupuestal del Presupuesto anterior para el Tribunal de Cuentas, 
incluido el Mensaje Complementario para el Senado. Según éste, para el año 2000 había $ 102:000.000, y lo mismo para cada uno 
de los años siguientes, es decir, para 2001, 2002, 2003 y 2004. Hubo, entonces, una propuesta de crédito inalterada. La propuesta 
de este Presupuesto, si bien no es expansiva, prevé $ 135:000.000 para 2005 y alrededor de $ 155:000.000 para 2009, incluyendo 
la recuperación salarial prevista con un aumento del 15%. Evidentemente, no es de los Incisos priorizados por la política de 
Gobierno, pero tiene un aumento. 


Simplemente, deseaba dejar esa constancia y creo que podemos seguir discutiendo el tema. 


SEÑOR ALFIE.- El señor Senador Tajam me sorprende, porque hace referencia a los años 2000 a 2004 pero falta el año 1999, que 
serviría para ver cuál fue el aumento; ahí está el quid de la cuestión. La suba al año 2009 es una promesa del artículo 415 que se 
está por ver, pero nadie sabe cuál es su distribución. Reitero que me parece que, dado el límite, tenemos que distribuirlo nosotros 
sin alterar el gasto y sin que sea inconstitucional. Debemos distribuirlo por Incisos, así todo el mundo sabe a qué se atiene. 


Deseo expresar que apoyo todo lo que dijo el señor Senador Gallinal. Creo que hizo una corrección y, fundamentalmente, una 
precisión inobjetable e inmejorable. No se puede admitir -ninguno de nosotros lo puede hacer- que se filtren o se deslinden 
comentarios por la prensa como, por ejemplo, el de que vamos a castigar al Tribunal de Cuentas y a la Corte Electoral porque no 
tenemos o no pusimos a quien quisiéramos poner. Eso salió por todos lados y sabemos que lo dijo alguien. Algo así no se inventa y, 
reitero, no se puede admitir. 


El Tribunal de Cuentas sabe que el Partido Colorado -en este caso quien habla, en particular, porque lo representa en esta 
Comisión- lo ha respetado, tanto en la discrepancia como en la concordancia, ya que no siempre las resoluciones fueron 
favorables. Eso lo sabe perfectamente, y también sabe que este Senador tiene por él un especial respeto. Fui, quizás, el primer 
Ministro de Economía y Finanzas que se presentó al Tribunal de Cuentas y participó de una sesión especial para explicar el 
convenio entre el Ministerio de Economía y Finanzas y el Banco de la República. Recuerdo que el Tribunal de Cuentas tuvo la 
deferencia de realizar una sesión especial en enero -porque estábamos apremiados por los tiempos- para entender, junto con el 
Banco de la República y el Ministerio de Economía y Finanzas, un contrato muy complicado que teníamos que hacer: el de 
fideicomiso. 


También sabemos que el Tribunal de Cuentas, normalmente, observa al Poder Ejecutivo; lo ha hecho, y aquí podemos ver una 
cantidad de observaciones. Algunas de ellas podrán ser menores, pero el Tribunal tiene la obligación de hacerlas porque el 
ordenamiento jurídico así lo determina, de modo que no tiene más remedio que actuar en consecuencia. Otras observaciones 
quizás sí guardan relevancia. 


Una vez dejadas estas constancias y si el señor Presidente y los demás señores Senadores me lo permiten, quiero formular 
algunas preguntas a los miembros del Tribunal. 


En primer lugar, quisiera saber hacia dónde se apunta estrictamente con algunos artículos. Cuando se habla de los controles de 
eficiencia y de eficacia del Tribunal y de que los organismos deben tener una auditoría interna -en definitiva, me parece que según 
la moderna teoría de la administración esas dos cosas están atadas- ¿se está aludiendo a un órgano de auditoría que forma parte 
de lo que se denomina el gobierno corporativo -por decirlo de alguna manera- que evalúa los riesgos y pone las alertas? ¿A eso 
nos estamos refiriendo? Esa es mi pregunta concreta. Si es así, no se trata de una tarea menor, sino fundamental. Cualquiera que 
sepa cómo funcionan los gobiernos corporativos de las empresas y de los Gobiernos, cualquiera que conozca la relevancia de los 
comités de auditoría interna y sepa cómo se evalúan los riesgos y cómo, entonces, los que tienen que tomar decisiones deben 
prever eso, advertirá que este no es un artículo más. Esta disposición tiene tal trascendencia que me parece fundamental 
acompañarla, porque empezaría a implicar un cambio en la Administración Pública. 


Esa es la pregunta fundamental que quería realizar. Por otro lado, tengo algunas inquietudes menores, de detalle. Me gustaría que 
ahora me contesten la primera interrogante y luego plantearía las otras que, como dije, son más de detalle. 


SEÑOR ALVAREZ.- Los términos que engloban lo que es una auditoría de gestión tratan, justamente, de determinar si las metas y 
objetivos que se plantean, por ejemplo, en un Ente Autónomo, guardan relación con su cumplimiento y si están de acuerdo con los 
costos que ese organismo debe tener para prestar los servicios en la forma en que lo hace. 


Quiero remarcar que quien habla, planteó oportunamente -ya hace años- por ejemplo en el caso de ANCAP, lo relativo a la suba de 
los combustibles. El Tribunal de Cuentas debía conocer cómo se determinaba la paramétrica para poder fijar el precio de los 
combustibles. Sin embargo, se nos contestó por parte del organismo que eso era secreto y que, por tanto, esa información no se 
podía brindar. 


Pongo esta situación como ejemplo, pero la idea es que en todos los organismos que estén sujetos a la auditoría del Tribunal de 
Cuentas haya una exposición clara y una relación de costos con eficiencia respecto a los servicios que prestan. 


SEÑOR ALFIE.- Es menos de lo que pensaba, pero ahora entendí el alcance de este artículo. 


Por otro lado, en el artículo 8% se plantea una serie de casos en los que el Tribunal de Cuentas propone un mecanismo adicional -si 
no estoy equivocado- sobre determinados aspectos. En el literal A) se hace mención a "observaciones referidas a gastos sin 
disponibilidad -salvo los autorizados legalmente- cuando notoriamente su monto exceda del rubro o proyecto respectivo". Si se 
establece el término "notoriamente" y no se cuantifica, desde mi punto de vista no se aclara demasiado. ¿Qué es "notoriamente"? 
¿Un 1%, un 10% o un 20%? En todo caso sería bueno precisarlo, aunque sea, estableciendo hasta determinado porcentaje. De 
esa forma, entenderíamos qué significa "notoriamente". 


El artículo 19 dice: "Los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y, en general todas las administraciones autónomas con 
patrimonio propio, cualquiera sea su naturaleza deberán dar cumplimiento a lo establecido en el Artículo 191 de la Constitución de 
la República en forma anual". Ahora bien, la citada disposición hace referencia a los estados financieros y a la ejecución financiera 
de esos organismos. Me parece que para saber qué es lo que el Tribunal entiende por "dar cumplimiento", habría que definir a qué 
estados financieros o a qué situación financiera se refiere. O sea que en el mismo artículo habría que decir que para dar 
cumplimiento al artículo 191 hay que presentar el estado financiero a, b, o el informe equis o zeta. 


Por último, quisiera saber -y pido disculpas porque no tengo la legislación comparada, ni la anterior- a qué se refiere, 
concretamente, el artículo 29, o cuál es la redacción anterior, porque hay dos literales y la diferencia en porcentajes no la entiendo. 
Me acaban de acercar el texto comparado, pero si ustedes me pueden ilustrar, sería bueno. 


Por otra parte, si no estoy equivocado -quisiera que me lo confirmen, nada más- en los planillados del Poder Ejecutivo se recogió, 
no plenamente, el literal a) del artículo 31, con una diferencia en los cinco años de $ 1:227.000 que representan, aproximadamente, 
U$S 50.000 más en cinco años. 


SEÑOR GUARIGLIA.- Las interrogantes que ha planteado el señor Senador Alfie son unas cuantas y vamos a tratar de 
responderlas en su orden, distribuyendo las respuestas entre los compañeros. 


Con relación a la primera pregunta que formula respecto a las observaciones referidas a gastos sin disponibilidad, debo señalar 
que esta norma es textual, tal cual estaba en el artículo 476 de la actual Ley de Presupuesto, cuando regulaba el régimen de 
declaración de urgente consideración. 


El Tribunal recoge la inquietud del señor Senador en el sentido de que es importante el hecho del porcentaje, pero más aún lo es el 
concepto, porque cuando se expresa "cuando notoriamente su monto exceda", nos estamos refiriendo a un hecho que, desde el 
punto de vista del Tribunal, no sabemos si ha sido debidamente evaluado cuando se discuten los Presupuestos. 


Entendemos que una de las irregularidades más importantes en la que incurren los ordenadores es en el mecanismo de gastar sin 
tener disponibilidad. Digo esto porque el gasto sin disponibilidad está marcando una base del futuro Presupuesto y, entonces, nos 
encontramos con que esos montos ya generaron el compromiso debido. Es decir que el Tribunal los observó porque no tiene 
disponibilidad y partimos de la base de que el hecho de ordenar gastos cuando no se dispone de los recursos, es una verdadera 
distorsión del Presupuesto, tal cual le fue asignado, de acuerdo con la distribución de recursos que se aprobaron por ley. 


Lo de "notoriamente" más bien está vinculado a la reiteración de la situación, es decir, la notoriedad en lo que tiene que ver con la 
repetición o reincidencia de un mismo ordenador en determinado tipo de gasto, con determinadas características que hacen de la 
reiteración una práctica verdaderamente abusiva. Diría que, en ese sentido, el espíritu de la norma es tratar de evitar, en la medida 
en que obviamente esto sea considerado por el organismo parlamentario, que se verifiquen gastos sin disponibilidad. Es 
importantísimo este literal por lo que acabo de señalar. Cuando se llega a determinada instancia en la que se han agotado los 
recursos, se comienza la práctica de gastos sin disponibilidad. Nosotros, como Tribunal, desde hace muchísimos años hemos 
insistido en estos conceptos. De la misma manera, los demás literales que se han leído formaban parte de toda una mecánica, que 
era la declaratoria de urgente consideración, que respondía a una iniciativa parlamentaria en la que fue consultado el Tribunal y que 
al final recibió aprobación. Desde que se aprobó en el año 2001 esta declaratoria de urgente consideración, ésta nunca se remitió a 
la Asamblea General para tratar las observaciones que realizaba, en ese sentido, el Tribunal. Por tanto -tal como señaló el Ministro 
Egozcue- nosotros hemos articulado un nuevo mecanismo que permita superar las dificultades que pueden existir en lo que tiene 
que ver con el tratamiento del tema. 


En suma, reitero la parte sustantiva del problema. Me parece muy importante que el órgano parlamentario trate aquellas 
situaciones donde hay gastos sin disponibilidad. Además, recogemos la inquietud que formula el señor Senador con relación a la 
determinación de un porcentaje; pero insisto que lo de "notorio" está vinculado a la actitud reincidente del ordenador en 
determinado tipo de gasto y, fundamentalmente, teniendo presente la naturaleza de la reiteración. 


SEÑOR ALFIE.- Entendí perfectamente su respuesta. Lo que sucede es que la redacción dice "cuando notoriamente su monto 
exceda". Entonces, usted hace interpretación de "notorio" por reiteración de hecho, pero acá dice "su monto". 


SEÑOR GUARIGLIA.- Se trata de dos aspectos combinados. Lo del monto es importante, pues no se califica solamente por el 
monto, sino por la actitud o la conducta en la cual incurra el ordenador autorizando, por ejemplo, determinado tipo de gasto. Lo que 
ha ocurrido es que el Tribunal ha verificado que en determinadas situaciones esta conducta se reitera. Entonces, insisto en que me 
parece que son las dos. Ahora bien, como no hemos tenido oportunidad de aplicar la ley, en los hechos me parece que es bueno el 
aporte y así lo vamos a considerar. 


Le pediría al señor Senador Alfie si me recuerda cuál es su segunda interrogante. 


SEÑOR ALFIE.- Con relación al artículo 19, quiero saber acerca de la información que se debe brindar. La Constitución es tan 
abierta que creo que, ya que estamos reglamentando el plazo, deberíamos poner aunque sea los estados mínimos o cuál es la 
información mínima que hay que brindar. Se puede decir la información del estado financiero que hay que remitir normalmente y 
con eso alcanza, pero quizás el señor Ministro esté pensando en otra cosa. 


SEÑOR GUARIGLIA.- Estamos pensando exactamente en eso, es decir, en la necesidad de que se verifique la publicación. 
Además, existe la Ley N* 17.040, que nos permite hacer un control. La importancia de este artículo radica no solamente en la 
necesidad de que se publiquen estados financieros que reflejen fielmente la gestión del Ente -como dice el artículo 191- sino en la 
anualidad de la información, porque nos permite hacer un seguimiento. De otra forma, quedamos condicionados a la conducta que 
pueda seguir el ordenador en lo que tiene que ver con la remisión de esos estados a conocimiento del Tribunal. Al fijarle un plazo, 
podemos tener mayor control y hacerlo más eficiente. 


SEÑOR ALFIE.- Aquí se dice que hay que remitirlo en forma anual, pero no se establecen los plazos ni en qué año, por lo que 
pueden pasar cuatro años, y ese no es el objetivo. Me parece que habría que precisar los plazos y determinar exactamente el 
artículo y la ley a la que nos estamos refiriendo. 


SEÑOR GUARIGLIA.- Me dicen los técnicos que la inquietud que formula el señor Senador está prevista en forma expresa en la 
Ordenanza N* 81 del Tribunal de Cuentas. Es decir que hay una regulación expresa en ese sentido. 


SEÑORA PERCOVICH.- En primer lugar, no veo el artículo 24 en la completa exposición de motivos que nos envía el Tribunal para 
el resto de los artículos. Quisiera que nos explicaran la necesidad de designar contadores especiales para los Gobiernos 
Departamentales, si hay carencias en las delegaciones tradicionales, etcétera. Me gustaría saber también por qué no se hace lo 
mismo con las empresas públicas, que en realidad mueven más dinero. Quisiera saber si hay alguna otra razón técnica que no 
amerita que se haga una delegación. 


Con relación al artículo 27, me gustaría saber si es solamente una redistribución de la tasa a la que allí se hace referencia y si esto 
no implica costos. 


En cuanto al artículo 29, me queda la misma duda que al señor Senador Alfie. 
SEÑOR ALFIE.- Está aclarada, señora Senadora. 


SEÑOR ALVAREZ.- En cuanto a la primera pregunta de la señora Senadora, quiero señalar que, en la mayoría de los Entes, el 
Tribunal, independientemente de los contadores delegados que tiene, cuenta también con contadores auditores, que desarrollan la 
misma función que van a cumplir estos 19 contadores en los Gobiernos Departamentales. Hoy existen simplemente contadores 
delegados, que dependen de una doble jerarquía: están disponiendo de lo que mande el Intendente, que es quien les paga el 
sueldo y, a su vez, están representando al Tribunal de Cuentas para el cumplimiento. Piensen los señores Senadores en lo que 
puede significar la voluntad política y la voluntad de carácter para hacer frente a esa doble situación de mando. Por eso 
proponemos la designación de 19 contadores independientes del Intendente y dependientes solamente del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR HEBER.- Más que entrar en el detalle del Presupuesto, queremos apoyar los ajustados comentarios realizados por el 
señor Senador Gallinal. 


Además, es una lástima que no se encuentren presentes en este momento los señores Senadores Baráibar y Michelini; de 
cualquier manera, sí se encuentra el señor Senador Rubio, quien dijo claramente que estos Presupuestos, a su juicio, no siempre 
fueron así y que se arreglaban en el Senado. Entonces, las palabras del señor Senador Michelini y las posiciones personales o no 
personales, de resumen o no resumen del señor Senador Baráibar, alientan la posibilidad de que no terminemos como terminó la 
Cámara de Representantes. 


El Gobierno me va a permitir decir, en el mismo tono que lo hizo el señor Senador Gallinal, que nos parece una vergúenza que se 
haya recogido un solo artículo en la Cámara de Representantes, de los 33 que se presentan. Estoy seguro -porque hemos 
escuchado a Legisladores oficialistas- de que no sucederá lo mismo -en este sentido, queremos tranquilizar al Tribunal- porque 
sería una pésima señal que el Senado de la República castigara a quien no es culpable de la falta de entendimientos. 


Vamos a volver a las palabras del señor Senador Michelini. Naturalmente, él tiene el legítimo derecho de pedirnos que nos 
pongamos en la posición del Poder Ejecutivo -y nosotros lo hacemos- en lo que respecta a su pretensión de renovar las 
autoridades del Tribunal y de la Corte Electoral, a los efectos de que el Gobierno tenga las mayorías que pretende en cada 
organismo. Hay una cosa que es clara: para discutir este tema, lo que seguramente no podemos hacer es tener al Tribunal como 
rehén de la falta de entendimiento entre las fuerzas políticas, porque ellos no son culpables. 


Es más, creo que la última pregunta que formulara el señor Senador Gallinal -y que fuera contestada por el Ministro Guariglia en 
nombre del Tribunal de Cuentas- sobre la función auditora que tiene el Tribunal de Cuentas y la constitucionalidad que respalda sus 
actos, deja muy en claro la independencia con que el organismo se ha manejado en el pasado, que ha observado al Gobierno 
prescindiendo de la mayoría política que se pudiera tener. Ha quedado claro también que ellos están ahí por su prestigio personal, 
por su capacidad y que si tienen que observar a un Gobierno del Partido Colorado, del Partido Nacional o del Encuentro 
Progresista, en caso de que se apartaran de la legalidad, no les va a temblar el pulso. Esa es la garantía que preciso para votar. 
Ese es el Tribunal que yo quiero tener. Y habla bien del Tribunal de Cuentas el hecho de que haya observado al Gobierno de la 
anterior Administración en los mismos términos en que lo puede hacer con el de la actual. 


Entonces, señor Presidente, estoy haciendo un fundamento político. Los Ministros están por encima de una mayoría que no 
pertenece a mi Partido -en realidad, esto último no interesa- y, naturalmente, uno comprende la posición del Poder Ejecutivo en 
cuanto a buscar todos los canales habidos y por haber para negociar posibles entendimientos en aras de un cambio; pero la culpa 
no está ahí, sino acá. Entonces, no hagamos culpable a quien no es culpable de nuestros propios fracasos en la función de no 
ponernos de acuerdo para arribar a los dos tercios necesarios para poder renovar. 


Por lo tanto, señor Presidente, para mí ha sido un gusto escuchar y anotar cosas que ha dicho el Tribunal, en la tarde de hoy que, 
de alguna manera, tienen que ser aleccionadoras para nuestro trabajo político, porque acá el Tribunal de Cuentas es el único 


auditor que tiene el Estado tal como lo establece la Constitución de la República, y es por eso que lo tenemos que apoyar. 
Muchas gracias. 


SEÑOR DA ROSA.- Reafirmando lo expresado por los señores Senadores Gallinal y Heber, queremos señalar que es evidente que 
en el proyecto que envía el Tribunal de Cuentas existen algunas normas que son de naturaleza esencialmente procedimental y, 
como muy bien se ha dicho acá, no significan ningún tipo de erogación ni de incremento de gastos para el Estado. 


El señor Senador Michelini ha expresado que, en realidad, muchas de estas normas exceden lo que es la típica materia 
presupuestal, que debería ser el contenido del Presupuesto. También es cierto que, probablemente, cuando el Tribunal de Cuentas 
proyectó varias de estas normas, lo hizo con la idea de que, como son necesarias para su funcionamiento, esta era la oportunidad 
de que fueran aprobadas rápidamente a través de la instancia presupuestal. Sabemos que muchas de ellas, en la medida en que 
son derivadas hacia la Comisión correspondiente, inician el proceso legislativo, y todos sabemos que son normas que demoran un 
tiempo bastante importante en lograr su aprobación, si es que la logran. 


No quiero adivinar las intenciones de los Ministros del Tribunal en este aspecto, pero pienso que éste ha sido uno de los propósitos 
que los ha animado a introducir estas normas de procedimiento, además de otras que son, obviamente, de típica naturaleza 
presupuestal. Comprendo y entiendo, que las normas que son estrictamente de procedimiento, deben ser objeto de un análisis o de 
un estudio más detenido. Creo que es conveniente que la Comisión correspondiente a nivel parlamentario sea quien se aboque al 
estudio de esas normas. 


En función de lo que ha expresado la bancada de Gobierno, existe la voluntad de encontrar algunos acuerdos que parecería que no 
fueron alcanzados en la Cámara de Representantes. Creo que no es necesario por parte las Comisiones correspondientes o 
competentes del ámbito legislativo, un estudio muy detenido para entender la importancia y la trascendencia que tienen algunos 
artículos. Pienso, por ejemplo, en el artículo 16, que dispone que todos los organismos estatales deben tener una unidad de 
auditoría interna que asesore al más alto nivel jerárquico. Considero que esto es una necesidad en todos los organismos del 
Estado. Asimismo, el artículo 22 crea, como órgano dependiente del Tribunal de Cuentas, la Escuela de Auditoría Gubernamental 
para capacitar personal. 


Muchas veces, quienes hemos tenido experiencia en el ejercicio de los gobiernos a nivel departamental necesitamos no sólo 
control, sino asesoramiento porque, reiteradamente, lo que encontramos es la falta de elementos suficiente para tomar las 
decisiones correctas desde el punto de vista administrativo. 


También creo que es muy importante el artículo 25 en cuanto habla de la contratación de siete técnicos en auditoría de sistemas, 
porque es indudable que, en la medida en que las distintas dependencias del Estado se van modernizando e incorporándose a 
sistemas informáticos, cada vez más este tema tiene tanta o más importancia que los propios controles tradicionales que se 
realizan. Es importante porque los que sencillamente no sabemos de informática, muchas veces apreciamos que debemos confiar 
y entregarnos de ojos cerrados a quienes manejan los sistemas. Sin embargo, a veces no tenemos los mecanismos que nos 
permitan auditar y controlar a esos sistemas para que realmente sean lo que deben ser. Y aquí no estamos hablando tampoco de 
una cifra demasiado disparatada, ya que se trata de $ 2:285.920, que es lo que se prevé en el artículo 25. Estimo que, 
comparativamente, sería un grave error que no se votara la cifra que se solicita, dada la importancia y la trascendencia que tiene la 
función de estos técnicos en auditoría de sistemas. En realidad es importante para los organismos auditados y controlados la 
existencia, hoy en día, de técnicos en auditoría de sistemas. 


De manera que, en función de lo que plantea la bancada de Gobierno, menciono simplemente algunos de estos artículos porque 
me parecen de una importancia trascendente y, al mismo tiempo, no deben determinar ni justificar un estudio demasiado profundo o 
demasiado extenso de las normas proyectadas, que haga que tengan que ir a Comisión para ser estudiadas en forma separada o 
lejos de la instancia presupuestal; por el contrario, podrían ser perfectamente incorporadas dentro de esta normativa presupuestal. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero decir que todavía no he tenido tiempo de estudiar en profundidad este Inciso, pero lo voy a hacer. A 
primera vista hay un conjunto de normas muy importantes que podrían ser incorporadas en bloque al Presupuesto, porque son de 
muy larga historia. 


Quisiera, de ser posible, que se me diera una explicación complementaria -quizás la dieron y, en tal caso, pido disculpas y leeré la 
versión taquigráfica porque no estuve presente durante parte de la sesión- sobre el artículo 13 del Mensaje del Tribunal de 
Cuentas, sobre los contratos de arrendamiento de servicios. Además, me gustaría saber cuál es el alcance y la jerarquía que creen 
que tiene este tema. 


SEÑOR GUARIGLIA.- En este caso, cedería la palabra al Director de la División Jurídica del Tribunal, doctor Manrique Eguren. 


SEÑOR EGUREN.- El artículo 15 de la Ley N* 16.462 dice que "sólo podrán celebrarse contratos de arrendamiento de obra con 
personas físicas cuando éstas no tengan la calidad de funcionarios públicos, salvo el caso de funcionarios docentes de enseñanza 
pública superior, ocupen o no otro cargo público" y luego establece determinadas excepciones. Además exige que en el ámbito de 
la Administración Central dichos contratos sean aprobados por el Poder Ejecutivo, previos los asesoramientos correspondientes, es 
decir, de la Oficina Nacional del Servicio Civil y Contaduría General de la Nación. 


En cuanto a "los contratos de arrendamiento de obra que celebren los Servicios Descentralizados y Entes Autónomos industriales y 
comerciales deberán ser autorizados por el Poder Ejecutivo, debiendo contar con el informe de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y de la Oficina Nacional del Servicio Civil". 


Ahora bien; este artículo actualmente vigente se refiere a contratos de arrendamiento de obra y no hay ninguna explicación de por 
qué quedan excluidos los contratos de arrendamiento de servicios de personas físicas. Justamente, en el Tribunal de Cuentas, muy 
frecuentemente vemos que se realizan contratos de arrendamiento de servicios de personas físicas. En realidad, no se tendría que 
cumplir con estos requisitos que menciona el artículo 15 de la Ley N* 16.462, y parecería más lógico que los contratos de 
arrendamiento de servicios se hicieran con personas que no tengan la calidad de funcionarios públicos, puesto que es mucho más 
semejante a la función pública un arrendamiento de servicios que uno de obra. 


En el Tribunal se ha planteado, entonces, el tema de si se debe exigir o no este requisito que establece la Ley N* 16.462. En 
muchos casos hemos entendido que sí, a pesar de que no lo dice la ley. Por ello, entendemos que habiendo mayor razón en ese 
caso para excluir la calidad de funcionarios públicos, debería incluirse en el artículo esta exigencia. 


SEÑOR RUBIO.- En realidad, tenemos una vieja preocupación que no se resuelve por esta vía. Me refiero a la práctica, muy 
extendida, de los contratos PNUD y otros mecanismos que, para ser incluidos en la excepción, se fueron derivando a ese sistema. 
Como existe una excepción para los funcionarios públicos que sean contratados para régimen de contrato de obra cuando hay 
convenios internacionales, ese camino se convirtió en el camino habitual. Esto, en realidad, no lo resuelve, pero al menos coloca en 
la misma categoría a los contratos de arrendamiento de servicio con los contratos de obra. 


SEÑOR PENADES.- Queremos realizar tres preguntas a los señores Ministros del Tribunal de Cuentas que hoy nos visitan. 


La primera tiene relación con la aplicación del artículo 509 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, Ley de Presupuesto 
Nacional. Dicho artículo facultaba al Tribunal de Cuentas a realizar transformaciones de cargos y funciones contratadas a fin de 
racionalizar el funcionamiento de dicho Inciso. Queríamos saber en qué situación se encuentra esa reestructura del Tribunal de 
Cuentas, es decir, si se ha realizado y, de no ser así, si se tiene previsto aprobarla a corto plazo. Consultamos esto habida cuenta 
del informe que nos brindaron los señores Ministros del Tribunal en cuanto al envejecimiento de su plantilla funcional y, muchas 
veces, a la falta de motivación por los bajos salarios y la estacionalidad que la carrera funcional estaría hoy teniendo en el Tribunal 
de Cuentas. 


La segunda inquietud está vinculada con la información que nos brindaba el señor Ministro Álvarez. Los costos que el Presupuesto 
del Tribunal de Cuentas tendría para con Rentas Generales, el Ministro lo situó en unos $ 150:000.000 en el quinquenio. Asimismo, 
notificaba que esa suma sería el 50% del total de los costos que el Presupuesto remitido por parte del Tribunal de Cuentas tendría 
en el presente quinquenio. En caso de que la cifra solicitada por parte del Tribunal de Cuentas no fuese aprobada -aunque 
esperamos y albergamos la esperanza de que la bancada de Gobierno acceda a aprobar el presupuesto del Tribunal de Cuentas 
tal cual fuera remitido por parte de este importante organismo- quisiera saber si el Tribunal ya tiene pensado a qué dirigiría esos 
otros $ 150:000.000 en el quinquenio o a qué gastos se refiere. 


Otra pregunta tiene relación con la intervención ficta del Tribunal y de algunos organismos controlados. Quisiéramos saber si 
alguno de los organismos que someten al Tribunal sus gastos para su intervención, han aplicado el régimen de la intervención ficta 
o tácita y cuáles han sido las últimas épocas en que han aplicado dicho régimen. 


La segunda pregunta tiene relación con el tipo de expedientes, si son de cualquier naturaleza o es indiferente la materia y/o el 
volumen del gasto de la intervención ficta o tácita a la que hacíamos referencia. La tercera pregunta, en este sentido, apunta a qué 
gastos de significación, como las licitaciones públicas internacionales, se aplica el régimen de la intervención ficta o tácita alguna 
vez. También quisiera saber si en alguna de las últimas licitaciones ha sido aplicado por alguno de los organismos. 


SEÑOR GUARIGLIA.- La primera interrogante que plantea el señor Senador se refiere al artículo 509 de la Ley N* 17.296. Advierto 
que este artículo corresponde al Tribunal de lo Contencioso Administrativo por la versión que tengo. El inciso correspondiente al 
Tribunal de Cuentas, que es el Inciso 17, comienza con el artículo 468 y culmina con el 483. 


SEÑOR PENADES.- Podemos tener algunas diferencias en cuanto a los artículos y puede ser que sea así, pero en lo relativo al 
fondo de la cuestión, que es la facultad para realizar transformaciones de reestructura dentro del Tribunal de Cuentas en dicho 
Presupuesto, nos gustaría saber en qué situación se encuentra. Con relación al articulado, en la reestructura del Presupuesto 
puede ser que haya algún error y pido disculpas, pero no lo hay en cuanto al contenido que es la facultad. La Asamblea General le 
había otorgado al Tribunal de Cuentas la facultad de realizar transformaciones de cargos y reestructuras. Por tanto, quisiera saber 
en qué situación se encuentra dicha reestructura, si ha sido aprobada y si no lo ha sido, por qué no se aprobó. 


SEÑOR GUARIGLIA.- Efectivamente, con posterioridad a la aplicación de este artículo, el Tribunal de Cuentas aplicó el mecanismo 
de las transformaciones de cargos y lo ha hecho de manera bastante asidua, cada vez que en función de las distintas situaciones 
que se producen por egresos de funcionarios, debe proceder a ellas. En ese sentido, el Tribunal ha dado cumplimiento a la 
normativa presupuestal y ha verificado esas transformaciones, diría que en forma bastante periódica. Entonces, cada vez que se 
plantean, se procede en ese sentido. 


En lo que tiene que ver con la otra parte de la misma pregunta, debo señalar que la reestructura del Tribunal de Cuentas es un 
tema bastante añorado por quienes estamos al frente porque entendemos que el Tribunal debe ser modernizado para estar acorde 
con las transformaciones del Estado. Efectivamente, hoy el Tribunal de Cuentas está empeñado en realizar esa reestructura. 
Quiero aclarar que una forma de realizarla es a través de la transformación de los cargos y otra, obviamente, utilizando vacantes. 


Como el Tribunal de Cuentas tiene alrededor de 78 vacantes sin proveer, entendimos prudente tener una visión de lo que iba a ser 
la aprobación del actual proyecto de ley de Presupuesto con relación al tratamiento de dichas vacantes. Entonces, este tema lo 
veremos una vez que esté definitivamente aprobado el Presupuesto y el Tribunal tenga real conocimiento de cuál ha sido la postura 
respecto a la supresión o no de vacantes. En su momento se había manejado -en forma general y no respecto del Tribunal- utilizar 
las de los organismos, para reducir créditos. Sin embargo, en este caso creímos que debíamos tener la cautela necesaria, ya que 
la forma en que esa reestructura se puede financiar es a través de la utilización de los créditos que provienen de las vacantes. Por 
eso, repito, estamos a la espera de lo que pueda ocurrir con el tratamiento parlamentario del proyecto de ley. 


El otro aspecto al que nos vamos a referir -el señor Senador Penadés habló de tres interrogantes, pero anoté alrededor de siete- 
tiene que ver con la cifra de $ 150:000.000, con respecto a la cual la pregunta era -si no me equivoco- cuál sería su aplicación en el 
futuro. En este caso, si el señor Presidente está de acuerdo, voy a ceder el uso de la palabra al contador Alvarez, que fue quien 
manejó esos montos en oportunidad de tratarlos. 


SEÑOR ALVAREZ.- Lo que sucede es que esa pregunta es de futuro y, honestamente, en el Tribunal, como este Presupuesto 
estaba bien y concienzudamente pensado y no agrandado, sino cumpliendo con las necesidades básicas, no nos planteamos qué 
puede pasar si no se aprueba. Por lo tanto, esa respuesta la podríamos dar más adelante. 


SEÑOR PENADES.- Realicé esta pregunta justamente para que el contador Alvarez -a quien le reconocemos su idoneidad técnica 
y su honestidad intelectual- planteara el argumento que acaba de hacer, a efectos de que la bancada de Gobierno tome debida 
conciencia de la trascendencia que tiene la aprobación de dicho Presupuesto por parte del Senado de la República. 


SEÑOR GUARIGLIA.- El resto de las preguntas formuladas por el señor Senador Penadés comprendían aspectos que hacen a 
intervenciones fictas del Tribunal de Cuentas; no sé si me quedó alguna respuesta pendiente con respecto al Presupuesto. 


SEÑOR PENADES.- No, doctor Guariglia; eran esas las respuestas. 


SEÑOR GUARIGLIA.- Con relación al tema de las intervenciones fictas, debo decir que está regulado por el artículo 107 del 
TOCAF, que establece un plazo, en el caso de las licitaciones, para que el Tribunal realice la intervención, que es de 15 días. 
Además, el Tribunal dispone de la potestad, cuando se trata de un tema que por su complejidad así lo justifique, de disponer la 
suspensión del plazo y así comunicarlo al organismo a los efectos de que éste se encuentre debidamente alertado respecto al 
transcurso de ese plazo legal. 


En lo que tiene que ver con la otra parte de la interrogante que formula el señor Senador, puedo decir que por la práctica que he 
tenido en el Tribunal de Cuentas, francamente no conozco situaciones -por lo menos que tenga a la vista- en cuanto a que el 
organismo que está a la espera del pronunciamiento del Tribunal, proceda a hacer aplicación de ese artículo y entender que se ha 
configurado una intervención ficta del Tribunal. Por supuesto, el organismo tiene todo el derecho de hacerlo porque para eso están 
los plazos, pero no ha sido la práctica que han seguido las distintas entidades, estatales o no, en lo que tiene que ver con la 
aplicación de ese artículo. 


Para ser más preciso y responder la parte final de la interrogante del señor Senador, quiero decir que en la sesión pasada nos 
vimos precisamente frente a una situación en la cual el organismo aplicó el artículo 107 del TOCAF. Ya había transcurrido el plazo 
para el pronunciamiento y el Tribunal no había dispuesto interrumpirlo, no obstante la complejidad y las dificultades que dicho 
expediente tenía. Se procedió, entonces, al retiro del expediente, con lo cual, por aplicación de la norma, se verificó la intervención 
ficta por parte del Tribunal. Eso significa que el gasto emergente de esa licitación quedó intervenido sin observaciones. Esa es la 
última experiencia que hemos tenido respecto a esa situación. 


SEÑOR PENADES.- Mucho agradeceríamos conocer de qué organismo se trata y sobre qué tema fue que se suscitó esa situación 
de la intervención ficta por parte del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR GUARIGLIA.- Debo informar que el organismo de que se trata es la Administración Nacional de Puertos y se refiere a una 
licitación pública que se había convocado para el dragado del Puerto de Montevideo. 


En esa situación, el Tribunal se vio en la necesidad de profundizar en su estudio y fue así que transcurrió el plazo. 


Además, ya que se formula la interrogante, quiero decir que no estoy descargando responsabilidades, sino que, por el contrario, 
creo que los Ministros somos responsables de esa situación. Sin lugar a dudas eso es así, porque la responsabilidad final es 
nuestra en lo que tiene que ver con el cumplimiento de los plazos. De todas maneras, creo que hay cosas que habría que tener 
presente para la modificación de este articulado. Obviamente, cuando los procesos licitatorios llevan entre seis y siete meses y 
constantemente ingresan nuevas actuaciones al Tribunal -como consecuencia de que hay varios oferentes que presentan recursos 
y de que el organismo remite actuaciones o el Tribunal pide que así se haga porque entiende que la información que hay no es 
suficiente- pienso que un plazo de 15 días no es razonable. Fijense que el Tribunal atiende cientos de asuntos con una plantilla de 
320 funcionarios, incluidos los administrativos. 


Evidentemente, en algún momento debemos pensar en modificar ese articulado, si bien en este caso existe la posibilidad de que el 
Tribunal interrumpa el plazo, lo que en esta oportunidad no se hizo habida cuenta del trámite que tuvo el expediente. 


No sé si el señor Senador considera respondida su pregunta. 
SEÑOR PENADES.- Así es, señor Ministro Guariglia. 


Por otra parte, solicitaríamos que respecto de los artículos del Presupuesto propuesto por el Tribunal, que tienen costo, se nos 
remitiera la información sobre éste, artículo por artículo. De esa forma, en la negociación que encaremos una vez que comencemos 
a tratar el Presupuesto, podremos discutir con mayor solvencia si conocemos los costos financieros de cada uno de los artículos. 


SEÑOR GUARIGLIA.- De acuerdo, señor Senador, vamos a proceder en ese sentido. 


SEÑOR NUÑEZ.- Señor Presidente: simplemente quisiera que la delegación de Ministros del Tribunal de Cuentas nos ilustre sobre 
algunos artículos para tratar de comprender el contenido de las normas y de saber por qué están incluidas en este proyecto. 


En primer lugar, sabiendo que comienzo de atrás hacia adelante, voy a referirme al artículo 30. Supongo que lo que quiere el 
Tribunal de Cuentas es incorporar a aquellos funcionarios que hoy están desempeñando tareas en el Tribunal en régimen de pase 
en comisión, aunque ello no resulta claro a partir de la redacción. Allí se habla de los funcionarios en términos generales y no se 
dice que son los que hoy están cumpliendo funciones. De todas maneras, más allá de que el artículo no realiza la especificación 
correspondiente, de alguna forma la incorporación de esos funcionarios está permitida por el ordenamiento jurídico en general, o 
bien hay normas en el Presupuesto que la habilitan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso está comprendido en el artículo 15 del Presupuesto. 
SEÑOR NUÑEZ.- Seguro; el tema está, además, contenido en este Presupuesto. 


Con respecto al artículo 24 -que es la única disposición que la Cámara de Representantes tomó para incorporar- me gustaría saber 
cuál es la situación en términos generales. Actualmente hay contadores delegados en casi todos los organismos públicos que son 
funcionarios directos del Tribunal de Cuentas -también quisiera conocer la cantidad de funcionarios de la que se está hablando- así 
que nos preguntamos por qué se nos pide exclusivamente la contratación de funcionarios contadores del Tribunal de Cuentas para 


auditar o realizar su tarea solamente en las Intendencias. Podríamos pensar que el hecho de disponer de funcionarios propios del 
Tribunal de Cuentas también en otros organismos, es un buen régimen. Si ello es así, ¿por qué se alude especificamente a las 
diecinueve Intendencias de todo el país? 


Estas son las dos preguntas que deseo formular. Como el artículo 30 ya está contemplado en las normas que vienen en el 
Presupuesto, creo que es innecesario que lo tengamos en cuenta en lo que refiere a la propuesta del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR GUARIGLIA.- Con relación al tema de pases en comisión, el Tribunal entendió que no existe norma habilitante en la 
actualidad para proceder en ese momento. Teníamos conocimiento de que existía la posibilidad de que una norma de ese tenor se 
incorporara en el actual proyecto de Presupuesto, y vemos que aquí está recogida en el artículo 14. Como no sabíamos si en 
definitiva ese artículo iba a ser aprobado o no, asumimos que debíamos hacer la presentación a esos efectos. 


En lo que tiene que ver con la cantidad, creo que se trata de dos o tres funcionarios que ya están en el Tribunal de Cuentas y que 
se busca incorporar. 


Respecto al tema que refiere al artículo 24, voy a ceder la palabra al Ministro Alvarez. 


SEÑOR ALVAREZ.- Creo que ya había contestado a esta pregunta. De todos modos, las Intendencias tienen contadores 
delegados -al igual que la mayoría de los organismos públicos- que, por supuesto, están sujetos a una doble dirección; en el caso 
de las Intendencias, al Intendente que paga el sueldo, y al Tribunal, que da las instrucciones correspondientes para actuar y 
observar o no la actividad de esa Intendencia. Por la experiencia que tenemos en este tema, consideramos que es completamente 
necesario que un funcionario no estuviera ligado presupuestalmente a cada Intendencia, sino que estuviera presupuestado y fuera 
funcionario del Tribunal de Cuentas. 


Con este artículo se completa lo que ya sucede en los otros organismos: en todos los Entes Autónomos, además de los contadores 
delegados hay contadores auditores que dependen exclusivamente del Tribunal de Cuentas y que no existen en las Intendencias. 
Precisamente por eso se incluyeron en este caso. De esta manera se pretende aplicar el régimen general para todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más señores Senadores anotados, agradecemos la presencia de los señores Ministros del 
Tribunal de Cuentas. 


(Se retira de Sala la delegación del Tribunal de Cuentas) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


